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De otra parte, en la demanda núm. 1.579/84, ante la Magistratura de
Trabajo núm. 6, de la que trae su causa el presente recurso de amparo,
recayó Sentencia estimatoria el 19 de diciembre de 1984. En estos autos
no se produjo en ningún momento notificación personal al demandado,
deviniendo firme la Sentencia. Una vez tuvo conocimiento de la misma,
el ahora solicitante de amparo interpuso recurso extraordinario de
revisión ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, al amparo del
arto 1.796.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, alegando Que la Sentencia
había sido ganada como consecuencia de maquinación fraudulenta y
manifestando en la demanda de revisión, según afirma, Que la conducta
del actor le había originado indefensión en el procedimiento laboral. El
Tribunal Supremo desestimó este recurso por entender, en síntesis, Que
tanto en documentos emitidos cuando subsistía la relación laboral como
en la carta de despido, se indicaban las señas del bar como domicilio del
empresario, por lo Que no cabía achacar al demandante la responsabili­
dad de la citación por edictos, sino a la falta de precaución del allí
demandado.

3. El recurrente alega Que la conducta del demandante en el proceso
laboral seguido ante la Magistratura de Trabajo núm. 6 de Sevilla, le
originó indefensión, vulnerándose su derecho a una tutela judicial
efectiva sin que pueda producirse indefensión, garantizado por
el arto 24.1 de la Constitución. En consecuencia, solicita Que se declare
la nulidad de las actuaciones realizadas ante dicha Ma~stratura y se
retrotraiga la causa al momento del emplazamiento iniCIal del deman­
dado. Por sendos otrosíes solicita el recibimiento a prueba y la
suspensión de la ejecución de la Sentencia impugnada para evitar el
grave perjuicio que ello le causaría, ofreciendo fianza bastante en la
cuantía que fije el Tribunal.

4. Por providencia del día 18 de marzo acordó la Sección Segunda
poner de manifiesto al recurrente y al Ministerio Fiscal, a efecto de que
formulasen las alegaciones que considerasen oportunas, la posible
existencia en el recurso interpuesto de las causas de inadmisibilidad
reguladas en el arto SO.1 b), en relación con el arto 44.1, c) y en el
arto SO.2 b), de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) en
su redacción anterior a la Ley Orgánica 6/1988, de 9 de junio.

En sus alegaciones la representación aetora adujo, por lo Que se
refiere al primero de los defectos así advertidos, que la invocación
prescrita en el art. 44.1 e) de la LOTC no pesa sobre la parte, sino en
el caso de que exista un momento procesal idóneo por su naturaleza para
Que por el Juez o Tribunal se restablezca el derecho constitucional
vulnerado, circunstancia que no se daría en el recurso extraordinario de
revisión, especialmente restringido a" las causas previstas en el art.. 1.7~6
de la Ley de Enjuiciamiento Civil. De otra parte, y ya en cuanto a la
segunda de las posibles causas de inadmisión señaladas, se reiteró la
indefensión padecida, por haber sido emplazado el actor mediante
edictos y no de forma personal, pese a haber conocido el entonces
demandante el domicilio del señor Moreno Rosado. Todo ello, junto
con la gravedad para el actor de la condena recaída, llevaría a la
conclusión de que el recurso debiera ser admitido a trámite.

El Ministerio Fiscal consideró Que no concunia la primera causa de
inadmisión, por haberse alegado implícitamente ante el Tribunal
Supremo la indefensión sufrida. Interesó, sin embaJlo, la inadmisión del
recurso en razón de su falta de contenido constitucIOnal. No procedería
examinar si en el proceso laboral existió o no el fraude denunciado, pues
tal cuestión fue ya examinada y resuelta, fundadamente, por el Tribunal
Supremo. Lo relevante para descartar la lesión sufrida sería Que el señor
Moreno Rosado tuvo acceso a la jurisdicción, obteniendo una resolu­
ción fundada en Derecho.

S. La Sección Segunda del Tribunal Constitucional, mediante
providencia de ID de junio de 1987, acordó admitir a tramite el recurso
y ordenó solicitar a los órganos judiciales intervinientes en el previo
proceso judicial la remisión de certificación o fotocopia adverada de las
actuaciones correspondientes y Que emplazasen a quienes fuese proce­
dente.

Por Auto de 8 de julio de 1987, la Sala acordó la suspensión
solicitada, previa prestación por el recurrente de fianza ante la propia
Magistratura de Trabajo en la cantidad que la misma decidiera.

Por providencia de 23 de septiembre de 1987, la Sección acordó dar
vista de las actuaciones recibidas por un plazo común de veinte días a
la parte actora y al Ministerio Fiscal para que, de conformidad con lo
dispuesto en el art. 52.1 LOTC, pudiesen formular las alegaciones que
estimaran pertinentes.

6. La representación del actor efectuó en tiempo y forma sus
alegaciones. Reitera en ellas las ya realizadas con ocasión del trámite del
art. SO LOTC, y señala Que en el recurso de revisión desestimado por
el Tribunal Supremo, el Ministerio Fiscal se había mostrado conforme
con la concesión de la revisión. Afirma Que la desestimación por parte
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1. El 19 de febrero del ano en curso tuvo entrada en el Registro de
este Tribunal un escrito presentado por don Carlos Zulueta Cebrian,
Procurador de los Tribunales, en representación de don Pedro Moreno
Rosado, por el que se interpuso recurso de amparo frente a la Sentencia
de la Magistratura de Sevilla núm. 6, de 19 de diciembre de 1984,
estimatoria de una demanda de despido presentada contra el hoy
recurrente de amparo.

2. En el escrito de demanda y documentación que se acompaña, se
aprecian los siguientes antecedentes de hecho y Derecho:

• a) El actor en este recurso de amparo era titular de un bar en
Sevilla, en el Que entre marzo y julio de 1984 trabajaron como
camareros su propio hermano y un cuñado de éste. Ambos trabajadores
fueron despedidos en julio de 1984, presentando sendas demandas por
despido improcedente que correspondieron a las Magistraturas de
Trabajo núm. 3 (núm. I.S9S/84) y núm. 6 (num. L579/84), de la citada
ciudad de Sevilla. En ambos procedimientos los demandantes señalaron
como domicilio del demandado el del bar donde habian trabajado y que
había sido ya cerrado (plaza del Cristo de Burgos, núms. 2 y 3). Al ser
devueltas las notificaciones por ausencia del titular se efectuaron por
edictos. El solicitante de amparo alega, no obstante, que los entonces
demandantes conocían tanto su domicilio personal como el de un
almacén de bebidas de su propiedad, 'j que si no lo proporcionaron a la
Magistratura, fue con la fraudulenta mtención de provocar su indefen­
sión procesal y la maliciosa dilatación de los procedimientos, con el
consiguiente incremento de los salarios de tramitación.

b) Cuando el demandado sospechó la existencia de procedimientos
judiciales en su contra, fonnuló a los actores requerimiento notarial en
agosto de 1985, preguntándoles si habían ejercido alguna acción contra
él y adviI1iéndole de su domicilio efectivo, pese a que por razón de
parentesco ya les era conocido. Los demandantes no contestaron al
requerimiento, y el hoy solicitante de amparo afinna que tuvo conoci­
miento fehaciente del procedimiento contra él elIde diciembre de 1985,
interponiendo a continuación sendos recursos contra las Sentencias
recaídas en su contra, de suplicación frente a la de la Magistratura de
Trabajo núm. 3, y extraordinario de revisión frente a la de Magistratura
de Trabajo mim. 6.

Esta diversidad de recursos se debió a que una y otra de las
demandas por despido siguieron cursos dispares. En la núm. 1.S94/84,
ante la Magistratura de Trabajo núm. 3, recayó Sentencia estimatoria el
21 de marzo de 1985, Al solicitarse la ejecución y resuelto el incidente
de no readmisión por Auto de 23 de julio de 1985, el actor proporcionó
entonces correctamente las señas e incluso los bienes de propiedad de su
hermano. Esto motivó que el Magistrado acordase en ese momento la
notificación personal de la Sentencia al demandado, lo que le permitió
al demandado interponer recurso de suplicación que fue estimado por
el Tribunal Central de Trabajo mediante Sentencia de 15 de julio de
1986, en la que se consideraba que, debido a la mala fe procesal del
demandante por despido, se le había causado indefensión a la parte
adversa, vulnerándose lo preceptuado por el arto 24.1 C.E. En conse­
cuencia, declaró la nulidad de las actuaciones a partir de la providencia
inicial de admisión de la demanda.

la siguiente

EN NOMBRE DEL REY

En el recurso de amparo núm. 209/87, promovido por don Pedro
Moreno Rosado, representado por el Procurador de los Tribunales don
Carlos Zulueta Cebrián y bajo la dirección del Letrado don Andrés
Morillo Gotor, contra la Sentencia de la Magistratura de Trabajo
numo 6 de Sevilla, de 19 de diciembre de 1984,· dictada en proceso
sobre despido. Fue parte el Ministerio Fiscal y Ponente don Antonio
Troyol Serra, quien expresa el parecer de la Sala. .

Sala Primera. Recurso de amparo número 209/1987.
Sentencia numero 14O¡1988, de 11 de julio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente,
don Luis Diez-Picaza y Ponee de León, don Antonio Truyol Serra. don
Eugenio Díaz Eimil y don Miguel Rodríguez-Piñero y. Bravo-Ferrer,
Magistrados, ha pronunciado
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del Tribunal Supremo del recurso de revisión no empece a la concesión
del amparo, ya que el Tribunal Constitucional es el superior en materia
de garantías constitucionales (art. 123.1 C.E.), y si el Tribunal Supremo
determinó que no había existido fraude procesal, lo que ha de resolver
este Tribunal es una cuestión distinta, a saber, si se ha producido
indefensión.

Entiende el recurrente en amparo que la indefensión se produjo
cuando la Magistratura de Trabajo, al recibir el acuse de recibo de la
citación devuelto con la nota de «se ausentó» y callar el demandante los
datos Que poseía sobre su domicilio, pasó a citarle por edictos. Sin
embargo, para entablar una relación de carácter procesal, se le'debía
haber emplazado en su domicilio, a fin de ovitarle indefensión. Por otra
parte, no puede afinnarse que él hubiera actuado de forma indiligente
al no haber manifestado en la carta de despido el cierre del lugar de
trabajo ni su domicilio particular, ya que de las pruebas que obran en
el expediente resulta acreditado que su domicilio era el mismo que antes
de cerrar la empresa, el cual era sobradamente conocido por el
trabajador, cuñado de su hermano, y que ambos conocían también otro
almacén de bebidas del ahora solicitante de amparo, por 10 que no puede
reputarse como indiligencia el que no le comunicase en la carta de
despido un domicilio que conocía perfectamente.

7. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional alega que la cuestión a
resolver no era la ya vista por el Tribunal Supremo en el recurso de
revisión, que entendió que el hecho de señalar el demandado el
domicilio de la empresa en la carta de despido así corno su ne~igencia
al no comunicar en su momento el cambio de sus señas domIciliarias
fueron circunstancias que influyeron decisivamente en su falta de
citación en el proceso. Sin embargo, se observa, a su juicio, en la
actuación de la Magistratura, falta del esmero y de la colaboración
extremada que se exige a los órganos jurisdiccionales en su comunica­
ción con las partes, y tal circunstancia provocó la indefensión del actor.
Así, segun la reciente STC 3711987, la utilización de los servicios de
correos para la notificación no permite que, cuando la misma resulte
infructuosa, se acuda sin más a la notificación por edictos, que es tan

-sóJo. un remedio último.
En el caso de autos, segun el Fiscal, devuelta la citación para juicio

enviada por correo, se realizó directamente el emplazamiento por
edictos, sin ponerlo en conocimiento del demandante por si conocía otro
domicilio y, dictada la Sentencia, se notificó asimismo directamente por
edictos. Finalmente, en ejecución de Sentencia y citadas las partes a
comparecencia, ésta se celebró y se dictó el Auto resolviendo la relación
laboral antes de que fuese devuelta la citación y de que constase a la
Magistratura el fracaso de la misma.

De todo ello se concluye que el órgano judicial no agotó sus
posibilidades con la finalidad de IOl$rar el emplazamiento personal del
demandado. Solicita en consecuenCIa Que se otOfRue el amparo.

8. Mediante providencia de 26 de octubre ~de 1987, la Sección
Segunda del Tribunal acordó conceder un plazo al Ministerio Fiscal para
que se pronunciase respecto a la necesidad de la prueba solicitada por
el recurrente~ El Fiscal no se opuso a la práctica de la misma. La Sección
Segunda, por Auto de 1 de diciembre de 1987, acordó solicitar a la
Magistratura de Trabajo numo 3 de Sevilla, al Tribunal Central de
Trabajo y a la Sala Sexta del Tribunal Supremo certificación de
determinados documentos. Recibidas las certificaciones solicitadas,
fueron puesus a disposición de la parte demandante y del Ministerio
Fiscal para que en plazo de diez días alegasen lo que consideraran
conveniente.

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional en ,escrito de 27 de enero
de 1988, a la vista de las citadas certificaciones y juzgando que de las
mismas no se desprendían nuevos datos que le obligasen a modificar las
alegaciolles ya formuladas, se ratificó en las mismas. El actor presentó
escrito en el que se señala que de las pruebas aportadas se deduce que
el tmbajador despedido conocía sus señas, puesto que se acredita que las
conocía el Letrado que formalizó la demanda por despido improcedente
y porque e'n la prueba de confesión efectuada en el recurSo de revisión, .
reconoció haber retirado mercancías de su almacén. Señala finalmente
que cuando fue requerido el trabajador para manifestar si sabía el
domicilio actual del demandado, el mismo tenía la obligación constitu­
cional de haberlo comunicado al órgano judicial.

9. En providencia de 14 de marzo de 1988, la Sala Primera del
Tribunal Constitucional acordó señalar para deliberación y votación del
presente recurso el 4·de julio de 1988.

11. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. El objeto del presente 'recurso de amparo se circunscribe a
determinar si el recurrente sufrió indefensión imputable a la Magistra­
tura de Trabajo numo 6 de Sevilla, como consecuencia de que, tras
diri~rle esta, por correo certificado, citación para acto de conciliación o
juiclO por despido improcedente a} domicilio indicado en la demanda en
el prcx;:~.sQ, del, que. trae causa el.recllI~so, y ser. devuelta .sin . firma· del·
recibo a su procedencia, se efeCtuara por edictos publicados en el BüP,
y se sustanciará el juicio en su ausencia. Tal circW1stancia originó que
tampo.co· pudiera· ef hoy recu'dente en amparo interponer ·recurso de

suplicación contra la Sentencia de la citada Magistratura que puso fin al
proceso. dictada el 19 de diciembre de 1984.

El recurrente achaca en último término la indefensión sufrida en el
proceso previo al demandante, quien, conociendo las señas de su
domicilio y de un almacén de su propiedad, no las proporcionó a la
Magistratura. Es evidente, sin embargo, que la concesión del amparo
sólo será procedente si resulta que la indefensión que el actor alega haber
sufrido es de alguna fonna imputable a la Magistratura de Traba­
jo núm. 6, de Sevilla, y no a la posible mala fe del demandante en el
proceso previo, que en ningún caso podtia ser corregida por este cauce
procesal del recurso de amparo. De hecho, el comportamIento de dicho
demandante ha sido ya conocido en el recurso de revisión interpuesto
en su día por el hoy recurrente en amparo, y desestimado por el Tribunal
Supremo, cuya Sala de lo Social entendió que no había existido en aquél
maquinación fraudulenta en los términos prevenidos en el arto 1.796.4
de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Al haberse limitado el presente
recurso de amparo sólo a impugnar la Sentencia de Magistratura~ la
Sentencia del Tribunal Supremo en revisión debe quedar fuera de
nuestro examen.

Lo que procede decidir ahora es, en cambio, si se ha ocasionado al
actor indefensión, constitucionalmente proscrita, que sea imputable de
modo directo e inmediato al órgano judicial, tal como requiere
el arto 44.1 b) de la Ley Orgánica de este Tribunal, y no al criticable
comportamiento de la otra parte.

2. En relación con las notificaciones en el proceso laboral ha
pronunciado este Tribunal diversas Sentencias (recientemente las que
llevan los núms. 36 y 39 de 1987, de 25 de marzo y 3 de abril,
respectivamente), en las que se marcan los parámetros en los que ha de
moverse la actuación judicial para cumplir debidamente con las
exigencias del derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión que
prescribe el arto 24.1 de la Constitución.

Sintetizando brevemente la citada doctrina en lo pertinente al caso
que nos ocupa. basta recordar la especial trascendencia que para la
efectividad de la tutela judicial viene atribuida a los actos de comunica­
ción del órgano judicial con las partes, en especial al emplazamiento a
quien es o puede ser parte en el procedimiento. Asimismo, se ha dicho
que la notificación y emplazamiento por correo certificado con acuse de
recibo dando fe el Seéretario en los autos del contenido del sobre
remitido, es una forma ordinaria de comunicación, tal como establece
el arto 32 de la Ley de Procedimiento Laboral, pero que «sin embargo,
la utilización de los servicios de Correos no hace concluir, el deber de
colaboración de los órganos jurisdiccionales, ni permite que en todos los
casos en que la notifIcaCión o emplazamiento por correo resulte
infructuosa, se acuda a la práctica de la notificación por edictos, pues
este sólo es sistema utilizable cuando no conste en las actuaciones el
domicilio de la persona que deba ser notificada o emplazada o se .ignore
su paradero por haber cambiado de domicilio», añadiéndose que «es
preciso reiterar, desde la perspectiva constitucional de la efectividad de
la tutela judicial. el carácter supletorio de las notificaciones por me.dio
de edictos y su consideración como remedio último para la comUnIca­
ción del órgano jurisdiccional con las partes, que requiere el agotamiento
previo de aquellas otras modalidades. que. por ofrecer mayor seguridad
a la recepción por el destinatario de la cédula)), dotan de completa
efectividad al derecho de cuya protección se trata (STC 36/1987,
fundamento juridico 2.°).

3. Pues bien, las circunstancias concurrentes en el presente caso
llevan necesariamente a la concesión del aniparo solicitado, puesto que,
como señala el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones, se
comprueba que la Magistratura de Trabajo en cuestión no actuó con el
esmero y la colaboración que son exigibles a los órganos judiciales en su
comunicación con las partes.

En efecto, no consta en autos que en momento alguno. tras la
frustrada notificación por correo certificado de la citación para juicio,
requiriese la Magistratura a la parte actora para que comunicara el actual
domicilio del demandado que conocía, pasándose inmediatamente a la
citación por edictos. De las actuaciones resulta además que, recaída la
Sentenda, ni siquiera se intentó una notificación personal de la mi~ma

·al objeto de agotar las posibilidades de que el demandado pudiese
recurrirla, sino que se procedió directamente a la notificación por
edictos. Lo cual es tanto más objetable cuanto que la parte actora ha.bia
propuesto como testigo, y efectivamente compareció como tal en la VIsta
del juicio, al hermano del demandado y cuñado del demandante, del que
dificilmente podtia suponerse que desconociera cualquier dirección del
ahora solicitante de 'amparo.

Y, finalmente, cuando a la Magistratura le consta fehacientemente
que el demandante conocía las señas del condenado, puesto que
reconoce haber realizado gestiones personales con él tendentes a su
readmisión (escrito de 22 de enero de 1985) o, más tarde, cuando
proporciona las señas de su chalé (que r-:sultaba ser su domicilio) ydel
almacén de su propiedad al objeto de efectuar el embargo (escrito de 24
de octubre de 1985), tampoco aprovecha la Mú.gistratura estas ocasiones
para notificar personalmente la Sentenci~ ya re,cafqa, rea~riendo así la .
posibilidati ne. que el 'ahora solicitan·te de amparo recurhera tontra la
misma, tal como hizo la Magistratura de Trabajo numo 3 de Sevilla, en
,la paralela demarnia por despido, interpuesta- también contra el áctor
ante este Tribunal por su propio hermano. Por el contrario, no sólo no
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ser invocado legítimamente en juicio. El arto 3 de 'la citada Ley
contempla como hecho imponible las transmisiones onerosas, y, puesto
que una cesión lo es, el documento -afirrnaba- debía ser inmediata­
mente desglosado y devuelto a la parte sin dejar ni siquiera nota en
autos, y, en consecuencia, desestimaba la demanda.

2. Dentro del plazo para dictar Sentencia, el MaRistrado-Juez del
mencionado Juzgado acordó oír al Fiscal de la Audiencia Territorial y
a las partes sobre la procedencia de plantear cuestión de inconstituciona­
lidad en relación con el arto 42.1 de la Ley 32/1980. El Ministerio Fiscal
se pronunció en el sentido de que, con independencia de lo que pudiera
infonnarse teniendo en cuenta la Ley de Enjuiciamiento Civil y la
Jurisprudencia del Tribunal Constitucional, no era pertinente el plantea­
miento de la referida cuestión, dado que el juz~ador no había concretado
el precepto constitucional que suponía infringIdo y, en consecuencia, no
había desvelado en qué radicaba su duda enla aplicación de la Ley ni
cuál era el alcance de la misma. Por su parte, la actora «Tecnitelex,
Sociedad Anónima», evacuó el trámite manifestando que el arto 57.1 del
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimo­
niales y Actos Jurídicos Documentados. aprobado por el Real Decreto
Legislativo 3050/1980, de 30 de diciembre -que se corresponde con el
mencionado arto 42.1-, no es anticonstitucional, pues no contradice lo
establecido en la Constitución en su Título 1 ni en los restantes que
pudieran resultar afectados. Por otra parte -añadía-, la inadmisión a que
se refiere el mencionado articulo resulta condicionada a que se justifique
el pago del impuesto y ha de entenderse que la falta. subsanable en
cualquier momento procesal, con suspensión del plazo en que se
encuentre el pleito, no produce la anulación de actos constitutivos de
derecho ni constituye fundamento jurídico suficiente para decidir la
pérdida de derechos de dominio. Subsidiariamente solicitaba que si el
documento de cesión del teleimpresor en favor de la actora planteara
problemas fiscales, a pesar de estar reconocido de contrario y desde el
inicio del arrendamiento, se acordase la subsanación del defecto.

3. El Magistrado~Juez del Juzgado de P-rimera lnstancú núm. 1 de
Valladolid dictó Auto el 21 de noviembre de 1984, por e; que acordó
plantear cuestión de inconstitucionalidad ante este Tribunal en relación
con el arto 57.1 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto de
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, apro­
bado por el Real Decreto Legislativo 3050/1980, de 30 de dtciembre, que
se corresponde con el arto 42 de la Ley 32/1980, alegado por la
demandada. Después de afirmar en los resultandos que la dern¿ndante
acompañaba como justificación de su derecho un contrato privado de
arrendamiento del teleimpresor a «Promociones y Mercados Técnicos»,
en el que figuraba como arrendadora «TECOSAJ~, y otro contrato
privado, por el que la empresa citada cedía sus derechos a «Tecnitclex,
Sociedad Anónima», ambos sin liquidar del Impuesto de Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. razonaba en los consi­
derandos que, hallándose comprendidas las transmisiones onerosas por
aetas intervivos de toda clase de bienes y derechos en el arto 7.1 del
Texto Refundido, la aplicación de los preceptos legales cuestionados
conducia a rechazar el documento en que la parte actora fundamentaba
su derecho y a la desestimación de la demanda, y que ello suponía un
obstáculo de carácter fiscal que impedía a la actora obtener la protección
jurisdiccional de sus derechos, contraviniendo, a su juicio, 10 dispuesto
en el arto 24 de la Constitución. Por elló estimaba procedente plantear
la cuestión de inconstitucionalidad, de acuerdo con los arts. 35 y 36 de
la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre (LOTC). Finalmente, señalaba
que. dados los términos gramaticales utilizados en el precepto legal
controvertido, no cabía resolver el problema por vía de interpretación,
ya que según el arto 2.2 del Código Civil no son posibles las interpreta­
ciones derogatorias de la Ley.

4. Mediante escrito presentado el lO de diciembre de 1984,
registrado con el núm. 865/1984, el Magistrado-Juez del Juzgado de
Primera Instancia núm. 1 de Valladolid plantea la cuestión de inconsti-

Ha decidido:

Otorgar.el amparo solicitado por don Pedro Moreno Rosado y, en
consecuenCIa:

1.0 Reconocer el uerecho del recurrente a ser emplazado personal­
mente.

2.0 Declarar la nulidad de la Sentencia de 19 de diciembre de 1984
dictada por la Magistratura de Trabajo núm. 6 de Sevilla, en los auto~
1.579¿84.

3.- Retrotraer las actuaciones al momento anterior al de' citación
para el acto de conciliacióo y juicio ante la Magistratura de Traba­
jo núm. 6 de Sevilla.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado)).

Dada en Madrid a once de julio de mil novecientos ochenta y
ocho.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Llorente.-Luis
Díez·Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñera y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubrica­
dos.

1. El 23 de junio de 1984 se presentó antc cl JU7gado de Primera
Instancia núm. 1 de Valladolid, en nombre y de «(Tecnitclcx, Sociedad
AnónimID), demanda dc tercería de dominio en relación con los bienes
muebles embargados en los autos de juicio ejecutivo 109/1983, que se
tramitaban en el citado Juzgado, promovidos por «Pavimentos Cerámi­
cos, Sociedad Anónima», contra «Promociones y Mercados Técnicos,
Sociedad AnónimID), La demanda se interponía contra la primera, como
ejecutante, y la segunda, como ejecutada, y se fundaba esencialmente en
que «Promocior..es y Mercados Técnicos, Sociedad AnónimID>, nunca
fue propietaria del teleimpresor embargado por (~Pavimentos Cerámi~

cos, Sociedad AnónimID>, toda vez que el mismo habia sido arrendado
a «Promociones y Mercados Técnicos, Sociedad Anónima», por «Tele­
comunicación, Electrónica y Conmutación, Sociedad AnónimID>
(TECOSA), y ésta lo había cedido a la demandante con todos los
derechos que sobre él tenía relativos al arrendamiento existente. La
demandante, ya propietaria del teleimpresor, suscribió con «Promocio­
nes y Mercados Técnicos, Sociedad Anónima», un contrato anexo al
primitivo de arrendamiento modificando alguna de sus cláusulas. Se
acompañaban a la demanda los documentos acreditativos de tos hechos
expresados, así como facturas y copias de la correspondencia, relativa al
teleimpresor, mantenida por la demandante con ~~Promociones y
Mercados Técnicos, Sociedad AnónimID), como arrendataria.

La demandada, ~~Pavimentos Cerámicos, Sociedad Anónima», con­
testó a la demanda alegando como excepción dilatoria, entre otras, que
el documento número dos aportado de adverso (es decir, el documento
en cuya virtud «TECOSA» cede a «Tecnitelex, Sociedad Anónima», el
teleimpresor objeto del litigio y todos los derechos que sobre él tiene
relativos al arrendamiento) no había sido liquidado del Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados, por lo
que, estableciendo el arto 42.1 de la Ley 32/1980, la inadmisión e
ineficacia en Tribunal, oficina o registro público, de los documentos no
liquidados que contengan actos o contratos sujetos al impuesto no podía

1. ANTECEDENTES

En las cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas numeras
865/1984 y 41/1985, planteadas por el Juzgado de Primera Instancia
número I de Valladolid, por supuesta inconstitucionalidad del arto 57.1
del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por Real
Decreto legislativo 3050/1980, de 30 de diciembre. Han comparecido el
Letrado del Estado, en nombre y representación del Gobierno, y el Fiscal
General del Estado, y ha sido Ponente la Magistrada doña Gloria Begué
Cantón, quien expresa el parecer del Tribunal.

SENTENCIA

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION DE LA
NACION ESPANOLA.

la siguiente

FALLO

EN NOMBRE DEL REY

lo hizo así, sino que se le siguieron comunicando los ulteriores trámites
a las señas del bar. que estaba clausurado, de forma que el incidente de
no readmisión efectuado el día 29 de junio de 1985, o sea, después del
primero de los referidos escritos del entonces demandante, se volvió a
realizar en ausencia del demandado condenado.

Semejante actuación del órgano judicial no satisface el derecho a una
tutela judicial y causó la indefensión del recurrente, sin que obste a esta
conclusión el hecho de que el solicitante de amparo no indicase su
domicilio particular en la carta de despido ni tampoco el que el
demandante en el proceso laboral sólo proporcionase inicialmente a la
Magistratura de Trabajo las señas del bar ya clausurado. Procede en
consecuencia la estimación del amparo que se ha solicitado.

Pleno. Cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas
números 865/1984 y 41/l985. Sentencia número 141/1988,
de 12 de julio.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; doña Gloria Begué Cantón, don Angel
Latorre Segura, don Francisco Rubio Llorente. don Luis Díez-Picaza y
Ponce de León, don Antonio Truyol Serra, don Fernando García-Mon
y González~Regueral, don Carias de la Vega Benayas, don Eugenio Díaz
Eimil, don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don Jesús Leguina
Villa y don Luis López Guerra, Magistrados, ha pronunciado,
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